Proyecto de acto legislativo por medio del cual se reforman los artículos 108, 109, 133, 134, 179 y 261

 de la Constitución Política de Colombia y se dictan otras disposiciones.


PROYECTO DE ACTO LEGISLATIVO No._____  DE 2007 SENADO 
por el cual se reforman  los artículos 108, 109, 133, 134, 179 y 261 de la Constitución Política de Colombia y se dictan otras disposiciones. 

El Congreso de la República 

DECRETA: 

Artículo 1º. El artículo 108 de la Constitución Política quedara así: 

Artículo 108. El Consejo Nacional Electoral reconocerá personería jurídica a los partidos, movimientos políticos y grupos significativos de ciudadanos. Estos podrán obtenerlas  con votación no inferior al dos por ciento (2%) de los votos emitidos válidamente en el territorio nacional en elecciones de Cámara de Representantes o Senado. Las  perderán si no consiguen ese porcentaje en las elecciones de las mismas Corporaciones Públicas. Se exceptúa el régimen excepcional que se estatuya en la ley para las circunscripciones de minorías, en las cuales bastará haber obtenido representación en el Congreso.

Los partidos y movimientos políticos con personería jurídica reconocida podrán inscribir candidatos a elecciones sin requisito adicional alguno.

 

Dicha inscripción deberá ser avalada para los mismos efectos por el respectivo representante legal del partido o movimiento o por quien él delegue.

 

Los movimientos sociales y grupos significativos de ciudadanos también podrán inscribir candidatos.

 

La ley determinará los requisitos de seriedad para la inscripción de candidatos.

Los partidos o movimientos políticos no podrán inscribir candidatos para elecciones cuando en el período anterior un candidato electo de su partido
1. Haya sido condenado por la pertenencia a un grupo armado ilegal o como autor o partícipe de hechos delictivos cometidos durante y con ocasión de su pertenencia a los mismos o por la promoción, apoyo, organización, mantenimiento o financiación de estos.

2. Haya realizado acuerdos para obtener beneficios de cualquier clase, derivados de la actividad de los referidos grupos; 
3.  Haya facilitado la apropiación o apoderamiento ilícito de bienes públicos o privados por dichos grupos o por sus miembros.

4. Haya sido condenado como partícipe a cualquier título en delitos relacionado con el tráfico de estupefacientes o los delitos contra mecanismos de participación ciudadana.
La prohibición se limita a la postulación para el cargo uninominal al cual aspiró el candidato ganador condenado en el periodo anterior. Cuando se trate de Corporaciones Públicas, por cada candidato condenado el partido inscribirá un candidato menos en la lista para la respectiva corporación. 

Los estatutos de los partidos y movimientos políticos regularán lo atinente a su régimen disciplinario interno. Los miembros de las Corporaciones Públicas elegidos por un mismo partido o movimiento político o ciudadano actuarán en ellas como bancada en los términos que señale la ley y de conformidad con las decisiones adoptadas democráticamente por estas.

 

Los estatutos internos de los partidos y movimientos políticos determinarán los asuntos de conciencia respecto de los cuales no se aplicará este régimen y podrán establecer sanciones por la inobservancia de sus directrices por parte de los miembros de las bancadas, las cuales se fijarán gradualmente hasta la expulsión, y podrán incluir la pérdida del derecho de voto del congresista, diputado, concejal o edil por el resto del período para el cual fue elegido.

Parágrafo. Las faltas absolutas que se generen por la condena de un miembro de una corporación pública como autor o partícipe de hechos delictivos cometidos durante y con ocasión de su pertenencia a los mismos o por la promoción, apoyo, organización, mantenimiento o financiación de estos, o por haber realizado acuerdos para obtener beneficios de cualquier clase, derivados de la actividad de los referidos grupos; o cuando haya facilitado la apropiación o apoderamiento ilícito de bienes públicos o privados por dichos grupos o por sus miembros, o cuando haya sido condenado como partícipe a cualquier título en delitos relacionados con el tráfico de estupefacientes o los delitos contra mecanismos de participación ciudadana,  implicaran la exclusión de los votos obtenidos por ese candidato del cómputo del partido para efectos del umbral. Cuando los votos de un partido sean inferiores a los necesarios para superar el umbral perderá todas las curules.
En las listas cerradas, por cada candidato condenado, se restaran el número de votos equivalentes a la cifra repartidora.

Parágrafo Transitorio 1o. Los partidos y movimientos políticos con Personería Jurídica reconocida actualmente y con representación en el Congreso, conservarán tal personería hasta las siguientes elecciones de Congreso que se realicen con posterioridad a la promulgación del presente Acto Legislativo, de cuyos resultados dependerá que la conserven de acuerdo con las reglas dispuestas en la Constitución.

Para efectos de participar en cualquiera de las elecciones que se realicen desde la entrada en vigencia de esta Reforma hasta las siguientes elecciones de Congreso, los partidos y movimientos políticos con representación en el Congreso podrán agruparse siempre que cumplan con los requisitos de votación exigidos en la presente Reforma para la obtención de las personerías jurídicas de los partidos y movimientos políticos y obtengan personería jurídica que reemplazará a la de quienes se agrupen. La nueva agrupación así constituida gozará de los beneficios y cumplirá las obligaciones, consagrados en la Constitución para los partidos y movimientos políticos en materia electoral.

 

Parágrafo Transitorio 2o. Un número plural de Senadores o Representantes a la Cámara, cuya sumatoria de votos en las pasadas elecciones de Congreso hayan obtenido más del dos por ciento (2%) de los votos válidos emitidos para Senado de la República en el Territorio Nacional, podrán solicitar el reconocimiento de la Personería jurídica de partido o movimiento político. Esta norma regirá por tres (3) meses a partir de su promulgación.

Artículo 2º. El artículo 109 de la Constitución Política quedara así: 

Artículo 109. El Estado concurrirá a la financiación de los partidos y movimientos políticos con personería jurídica, de conformidad con la ley.

 

Las campañas que adelanten los partidos y movimientos con personería jurídica y los grupos significativos de ciudadanos que postulen candidatos serán financiadas con recursos estatales mediante el sistema de reposición por votos depositados.

 

La ley determinará el porcentaje de votación necesario para tener derecho a dicha financiación.

Los partidos o movimientos políticos o grupos significativos de ciudadanos deberán devolver los recursos que hayan recibido por la reposición de los votos obtenidos por candidatos condenados por la pertenencia a un grupo armado ilegal o como autores o partícipes de hechos delictivos cometidos durante y con ocasión de su pertenencia a los mismos o por la promoción, apoyo, organización, mantenimiento o financiación de estos, o por haber realizado acuerdos para obtener beneficios de cualquier clase derivados de la actividad de los referidos grupos, o cuando hayan sido condenados como partícipes a cualquier título en delitos relacionados con el tráfico de estupefacientes o los delitos contra mecanismos de participación ciudadana, o cuando haya facilitado la apropiación o apoderamiento ilícito de bienes públicos o privados por dichos grupos o por sus miembros.

En las listas cerradas, por cada candidato condenado, se devolverán los recursos que correspondan al resultado de multiplicar el valor de cada voto por la cifra repartidora.

También se podrá limitar el monto de los gastos que los partidos, movimientos o candidatos puedan realizar en las campañas electorales, así como la máxima cuantía de las contribuciones privadas, de acuerdo con la ley.

 

Las campañas para elegir Presidente de la República dispondrán de acceso a un máximo de espacios publicitarios y espacios institucionales de radio y televisión costeados por el Estado, para aquellos candidatos de partidos, movimientos y grupos significativos de ciudadanos cuya postulación cumpla los requisitos de seriedad que, para el efecto, determine la ley.

 

Para las elecciones que se celebren a partir de la vigencia del presente acto legislativo, la violación de los topes máximos de financiación de las campañas, debidamente comprobada, será sancionada con la pérdida de investidura o del cargo. La ley reglamentará los demás efectos por la violación de este precepto.

 

Los partidos, movimientos y candidatos deberán rendir públicamente cuentas sobre el volumen, origen y destino de sus ingresos.

 

Parágrafo. La financiación anual de los partidos y movimientos políticos con Personería Jurídica ascenderá como mínimo a dos punto siete veces la aportada en el año 2003, manteniendo su valor en el tiempo.

 

La cuantía de la financiación de las campañas de los partidos y movimientos políticos con personería jurídica será por lo menos tres veces la aportada en el período 1999-2002 en pesos constantes de 2003. Ello incluye el costo del transporte del día de elecciones y el costo de las franquicias de correo hoy financiadas.

 

Las consultas populares internas de los partidos y movimientos que opten por este mecanismo recibirán financiación mediante el sistema de reposición por votos depositados, manteniendo para ello el valor en pesos constantes vigente en el momento de aprobación de este Acto Legislativo.

 

Parágrafo transitorio. El Congreso reglamentará estas materias. En lo concerniente a las elecciones departamentales y municipales, tal reglamentación deberá estar lista a más tardar tres meses antes de su realización. Si no lo hiciere, el Gobierno Nacional dictará un decreto con fuerza de ley antes del cierre de las inscripciones correspondientes.

Artículo 3º. El artículo 133 de la Constitución Política quedara así: 

Artículo 133. Los miembros de cuerpos colegiados de elección directa representan al pueblo, y deberán actuar consultando la justicia y el bien común.

El elegido es responsable políticamente ante la sociedad y frente a sus electores del cumplimiento de las obligaciones propias de su investidura. Su voto, salvo para asuntos de trámite, será nominal y público.
Artículo 4º. El artículo 134 de la Constitución Política quedara así: 

Artículo 134. Las faltas absolutas o temporales de los Miembros de las Corporaciones Públicas serán suplidas por los candidatos que, según el orden de inscripción, en forma sucesiva y descendente, correspondan a la misma lista electoral.

No será suplida la falta originada en sentencia condenatoria en firme cuando el miembro de la Corporación Pública:

1. Haya sido condenado por la pertenencia a un grupo armado ilegal o como autor o partícipe de hechos delictivos cometidos durante y con ocasión de su pertenencia a los mismos o por la promoción, apoyo, organización, mantenimiento o financiación de estos.

2. Haya realizado acuerdos para obtener beneficios de cualquier clase, derivados de la actividad de los referidos grupos; 
3.  Haya facilitado la apropiación o apoderamiento ilícito de bienes públicos o privados por dichos grupos o por sus miembros.

4. Haya sido Condenado como partícipe a cualquier título en delitos relacionado con el tráfico de estupefacientes o los delitos contra mecanismos de participación ciudadana.
 Tampoco será suplida la falta temporal originada en medida de aseguramiento o acusación en firme por las conductas mencionadas.
Artículo 5. El artículo 179 de la Constitución Política quedará así:  

Artículo 179.  No podrán ser congresistas: 
1. Quienes hayan sido condenados en cualquier época por sentencia judicial, a pena privativa de la libertad, excepto por delitos políticos o culposos. 
2. Quienes hayan ejercido, como empleados públicos, jurisdicción o autoridad política, civil, administrativa o militar, dentro de los doce meses anteriores a la fecha de la elección. 
3. Quienes hayan intervenido en gestión de negocios ante entidades públicas, o en la celebración de contratos con ellas en interés propio, o en el de terceros, o hayan sido representantes legales de las entidades que administren tributos o contribuciones parafiscales, dentro de los seis meses anteriores a la fecha de la elección. 
4. Quienes hayan perdido la investidura de congresista. 

5. A quienes se les haya formulado imputación por delitos relacionados con pertenecer, promover o financiar grupos al margen de la ley; delitos dolosos contra la vida o la seguridad de las personas; obtención, a sabiendas, de beneficios de cualquier clase, derivados de acción de éstos; facilitar la apropiación de bienes públicos por dichos grupos o por sus miembros, o participar a cualquier título en delitos relacionados con el tráfico de estupefacientes o los delitos contra mecanismos de participación ciudadana. 

6. Quienes tengan vínculos por matrimonio, o unión permanente, o de parentesco en tercer grado de consanguinidad, primero de afinidad, o único civil, con funcionarios que ejerzan autoridad civil o política. 
7. Quienes estén vinculados entre sí por matrimonio, o unión permanente, o parentesco en tercer grado de consanguinidad, segundo de afinidad, o primero civil, y se inscriban por el mismo partido, movimiento o grupo para elección de cargos, o de miembros de corporaciones públicas que deban realizarse en la misma fecha. 

8. Quienes estén vinculados entre sí por matrimonio, o unión permanente, o parentesco en tercer grado de consanguinidad, segundo de afinidad, o primero civil, con miembros de corporaciones públicas o funcionarios públicos que hayan sido condenados por la comisión de cualquiera de los delitos relacionados con pertenecer, promover o financiar grupos al margen de la ley; delitos dolosos  contra la vida o la seguridad de las personas; obtención, a sabiendas, de beneficios de cualquier clase, derivados de acción de éstos; facilitar la apropiación de bienes públicos por dichos grupos o por sus miembros, o participar a cualquier título en delitos relacionados con el tráfico de estupefacientes o los delitos contra mecanismos de participación ciudadana. 

9. Quienes tengan doble nacionalidad, exceptuando los colombianos por nacimiento. 
10. Nadie podrá ser elegido para más de una corporación o cargo público, ni para una corporación y un cargo, si los respectivos periodos coinciden en el tiempo, así sea parcialmente. 
 

Las inhabilidades previstas en los numerales 2º, 3º, 6º y 7º se refieren a situaciones que tengan lugar en la circunscripción en la cual deba efectuarse la respectiva elección. La ley reglamentará los demás casos de inhabilidades por parentesco, con las autoridades no contemplados en estas disposiciones. 

Para los fines de este artículo, se considera que la circunscripción nacional coincide con cada una de las territoriales, excepto para la inhabilidad consignada en el numeral 6º.  

Las inhabilidades previstas en los numerales 5º y 8º aplicarán únicamente para la siguiente elección a la investigación o condena según  el caso. 

Artículo 6º. El artículo 261 de la Constitución Política quedara así: 

Artículo 261. Las faltas absolutas o temporales serán suplidas por los candidatos que según el orden de inscripción en forma sucesiva y descendente, correspondan a la misma lista electoral. 

No será suplida la falta originada en sentencia condenatoria en firme cuando el miembro de la Corporación Pública haya sido condenado por la pertenencia a un grupo armado ilegal o como autor o partícipe de hechos delictivos cometidos durante y con ocasión de su pertenencia a los mismos o por la promoción, apoyo, organización, mantenimiento o financiación de estos,  o por haber realizado acuerdos para obtener beneficios de cualquier clase, derivados de la actividad de los referidos grupos, o cuando haya sido condenado como partícipe a cualquier título en delitos relacionados con el tráfico de estupefacientes o los delitos contra mecanismos de participación ciudadana; o cuando haya facilitado la apropiación o apoderamiento ilícito de bienes públicos o privados por dichos grupos o por sus miembros. Tampoco será suplida la falta temporal originada en medida de aseguramiento o acusación en firme por las conductas mencionadas

Son faltas absolutas: Además de las establecidas por la ley; las que se causan por: Muerte; la renuncia motivada y aceptada por la plenaria de la respectiva Corporación; la pérdida de la investidura; la incapacidad física permanente y la sentencia condenatoria en firme dictada por autoridad judicial competente. 

Son faltas temporales las causadas por: La suspensión del ejercicio de la investidura popular, en virtud de decisión judicial en firme; la licencia sin remuneración; la licencia por incapacidad certificada por médico oficial; la calamidad doméstica debidamente probada y la fuerza mayor.

La licencia sin remuneración no podrá ser inferior a tres (3) meses. 

Los casos de incapacidad, calamidad doméstica y licencias no remuneradas, deberán ser aprobadas por la Mesa Directiva de la respectiva Corporación. 

Parágrafo 1o. Las inhabilidades e incompatibilidades previstas en la Constitución Nacional y las leyes, se extenderán en igual forma a quienes asuman las funciones de las faltas temporales durante el tiempo de su asistencia. 

Parágrafo 2o. El numeral 3o. del artículo 180  de la Constitución, quedará así: 

Numeral 3o. Ser miembro de juntas o consejos directivos de entidades oficiales descentralizadas de cualquier nivel o de instituciones que administren tributos
Artículo 7º Vigencia.  El presente acto legislativo entrará en vigencia a partir de su promulgación.

Firmas:
H.S. Gina Maria Parody D´Echeona, Martha Lucía Ramírez, Armando Benedetti, Carlos García Orjuela, Dilian Francisca Toro, Adriana Gutiérrez, Manuel Guillermo Mora, H.R. Nicolas Uribe Rueda, Miguel Amin, German Hoyos, Jaime Restrepo, Berner Zambrano, Eduardo Crissien, Juan Lozano.
EXPOSICION DE MOTIVOS 

Los suscritos Senadores de la República y Representantes a la Cámara, presentamos a consideración del honorable Congreso de la República, un proyecto de acto legislativo reformatorio de los artículos 108, 109, 133, 134, 179 y 261 de la Carta, cuyo contenido y motivaciones son los siguientes: 

1. Objeto del Proyecto

Con el presente proyecto de Acto Legislativo se busca crear instrumentos que impidan que quienes hacen política, y acceden a cargos de elección popular, valiéndose de sus vínculos con grupos ilegales permanezcan dentro de las instituciones del Estado. Complementando lo anterior, define sanciones para los Partidos y Movimientos Políticos y Grupos significativos de ciudadanos que permitan, con su accionar o con su negligencia, que personas que se encuentran dentro de éste tipo de relaciones hagan política en sus filas. Adicionalmente, tiene por objeto eliminar los votos y las curules, cuyo origen se explica en este tipo de nexos, sigan haciendo parte del Estado cuando los vínculos han sido probados. 

2. Medidas adoptadas y estado actual
En el cuadro que sigue a continuación se describen las medidas que se pretende adoptar con el presente proyecto y aquello que reforman.

	Medida adoptada
	Estado actual

	Prohibición de suplir las faltas absolutas y temporales cuando sean el resultado de una decisión judicial en firme por la comisión del delito de concierto para delinquir con la finalidad de organizar, promover, armar o financiar grupos armados al margen de la ley o narcotráfico.
	Actualmente las faltas se suplen con los miembros de la misma lista que le siguen en orden sucesivo y descendente.

	Prohibición a los partidos políticos de inscribir candidatos para que sean elegidos en cargos en los cuales un miembro de su partido haya sido condenado por la comisión del delito de concierto para delinquir con la finalidad de organizar, promover, armar o financiar grupos armados al margen de la ley o narcotráfico. (Si a un alcalde de un municipio lo condenan por alguno de los delitos señalados arriba, en las elecciones siguientes el partido político al cual éste pertenecía no puede postular a nadie para alcaldía en esa circunscripción)
	Los partidos políticos pueden inscribir listas en todos los cargos y en todas las circunscripciones.

	Obligación a los partidos políticos de devolver los recursos que les sean reconocidos por reposición de votos por la elección de un candidato que sean condenado por la comisión del delito de concierto para delinquir con la finalidad de organizar, promover, armar o financiar grupos armados al margen de la ley o narcotráfico.
	Los partidos políticos se quedan con los recursos que obtienen por reposición de votos de sus miembros condenados.


3. Justificación de las medidas

La coyuntura vivida en los últimos tiempos en el Congreso de la República, y en otras corporaciones públicas, ha empezado a mostrar el alto nivel de penetración de los grupos ilegales en la política y la incapacidad del sistema electoral para adoptar soluciones eficaces que excluyan estos individuos y devuelvan la legitimidad a las instituciones democráticas.

Una mirada rápida a lo que ha sucedido en los últimos meses en el país a partir del fenómeno de la llamada “parapolítica” nos muestra un panorama desalentador. Concentrándonos sólo en el Congreso encontramos que actualmente hay más de veinte congresistas cuyos nombres han sido mencionados en documentos pertenecientes a miembros del paramilitarismo o en declaraciones en procesos judiciales adelantados contra paramilitares. De estos, hay nueve vinculados formalmente en investigaciones adelantadas por la Corte Suprema de Justicia, es decir, la máxima instancia de la rama judicial en materia penal ha encontrado mérito para abrir investigaciones formales contra  nueve de los legisladores en ejercicio, y de estos ya hay tres efectivamente privados de la libertad.

Se ha confirmado la realización de al menos cuatro grandes reuniones en las que han participado paramilitares y políticos, bien sea en campaña o en ejercicio de cargos en corporaciones públicas: Ralito (con la presencia de más de 30 políticos y en la que se firmó un acuerdo para buscar la paz y refundar el estado colombiano), Pivijay (asistieron políticos de Magdalena y Sucre con los paramilitares para diseñar una estrategia las elecciones Congreso 2002), Curumaní (de nuevo los paramilitares se reunieron con un grupo de políticos para planear las elecciones al Congreso en el 2006) y Sucre (asistieron los políticos de sucre y los hombres de “Jorge 40” para fundar el Frente Social por la Paz y buscar apoyo para los candidatos del paramilitarismo al congreso).

Las reacciones de los partidos políticos ante la constatación de los vínculos de algunos de sus militantes con grupos armados ilegales, ha sido de la más diversa índole, pero en todo caso casi nunca suficientemente enérgica. Algunos ha salido descaradamente a defender a sus militantes, otros han mantenido un prudente silencio, unos más han expresado tímidamente su rechazo y pocos, muy pocos, han manifestado un enérgico rechazo y han tomado medidas para expulsar inmediatamente estos miembros y se han comprometido para evitar que se repita en el futuro.

Nuestro sistema electoral esta pensado para un contexto que no se compadece con nuestra realidad. La nuestra, es una realidad plagada de conflicto y en la que la ilegalidad ha sido usufructuada por los políticos y por partidos políticos para obtener beneficios electorales y personales. Transformar esta realidad exige la acción de la fuerza pública bajo la dirección del Presidente para eliminar la ilegalidad, pero también la existencia de mecanismos para controlarla cuando se infiltra en las instituciones.

Las medidas adoptadas en el presente proyecto pueden dividirse en dos. Un primer grupo que tiene como finalidad fortalecer la responsabilidad de los partidos políticos en relación con las personas que permiten que militen en sus filas. Un segundo grupo de medidas busca sancionar y desestimular el ejercicio de la política por personas con vínculos con grupos ilegales.

La prohibición de que las faltas absolutas o temporales de los congresistas condenados por la comisión del delito de concierto para delinquir con la finalidad de organizar, promover, armar o financiar grupos armados al margen de la ley o narcotráfico, busca evitar que los partidos políticos que permitieron que en sus filas hicieran política personas con vínculos con los paramilitares sigan usufructuando esos vínculos y los votos que les ponen. También es una protección a los derechos políticos de los ciudadanos en la medida en que garantiza mecanismos para que las instituciones democráticas puedan sanear las infiltraciones de ilegalidad.

Esta medida se complementa con la prohibición de que esos partidos inscriban candidatos para que sean elegidos en los cargos ejercidos por un miembro suyo que haya sido condenado. De esta manera los Partidos se ven obligados a asumir con responsabilidad los controles internos que tienen que ejercer para evitar que personas con relaciones como las descritas hagan militancia en sus filas. Adicionalmente, y como consecuencia de las medidas anteriores, los partidos políticos tienen que devolver los recursos que reciban del Estado por concepto de reposición de votos. Así no podrán usufructuar los votos que obtienen por vínculos con los paramilitares ni el dinero que les pagan por esos votos.

De igual manera se establece que no podrán participar en la siguiente elección a la misma corporación pública o cargo público, los parientes en tercer grado de consanguinidad y segundo de afinidad de los miembros de las corporaciones públicas o funcionarios públicos que hayan sido condenados por la comisión de cualquiera de los delitos a los que se hizo mención en el primer punto.  

Por último se establece la prohibición participar en elecciones a los miembros de corporaciones públicas investigados al establecer que no  podrán participar en la siguiente elección los miembros de las corporaciones públicas que estén siendo investigados  por cualquiera de los delitos a los que se ha hecho mención. 
4. Justificación constitucional del Proyecto

4.1. Interés general
El artículo 1 de la Constitución consagra la prevalencia del interés general como uno de los componentes fundantes del Estado Colombiano. En desarrollo de éste principio la Corte Constitucional ha señalado que se trata de un concepto vago que en cada caso debe ser definido: “El interés general es un concepto vago e impreciso que requiere de una determinación concreta,  probada y razonable”
. Lo anterior con la finalidad de que los derechos individuales no se hagan nugatorios por vía de limitaciones normativas que se justifiquen simplemente en “la prevalencia del interés general”. 

Se trata de una ponderación que debe efectuarse cada vez para evitar extremos: o bien que el interés general nunca pueda ser invocado para limitar derechos individuales o bien que los derechos individuales puedan limitarse en cada caso que se invoque el interés general como justificación. Con todo, la Corte, al revisar el ejercicio del legislador, ya ha ido definiendo casos en los cuales es claro que no se puede alegar un abuso del interés general como justificación, y se trata de aquellos casos en los cuales del otro lado, es decir, del lado de los intereses particulares, sólo se encuentra un interés ilegitimo: “El principio de prevalencia del interés general permite entonces preferir la consecución de objetivos comunes sobre intereses particulares, siempre y cuando el interés particular no se encuentre amparado por un derecho constitucional”
.

En el presente Proyecto de Ley la prevalencia del interés general se materializa en la adopción de medidas para evitar que el sistema político sea infiltrado por la ilegalidad y se desnaturalice el carácter democrático que el constituyente primario le impartió en la Constitución de 1991. Es una manera de que los intereses particulares ilegales de quienes acceden a cargos de elección popular mediante vínculos con grupos ilegales, y los partidos Políticos que lo permiten, sean excluidos del sistema. Se busca que, en efecto, éste funcione a partir de los presupuestos y las reglas de la democracia y no de la ilegalidad. Se trata de que el interés democrático de la sociedad Colombiana, plasmado en la Constitución de 1991, prevalezca por encima de los intereses privados ilegales de algunos políticos y algunos funcionarios públicos.

4.2. Democracia participativa 

Desde el preámbulo, y con fundamento en artículos diseminados en toda la Carta, Colombia se define en la Constitución Política como un Estado Social y democrático de derecho. Lo anterior tiene muchos efectos en el tipo de relaciones que se configuran entre el Estado y la sociedad como la existencia de derechos fundamentales cuya protección puede reclamarse ante las instituciones y órganos del Estado, la responsabilidad de éste último en la elaboración de políticas públicas que maximicen el bienestar de la población y la existencia de poderes públicos sujetos a controles y sometidos en todo caso al imperio de la Constitución.

Pero esta definición del tipo de Estado, adquiere mayor relevancia cuando se observa el tipo de democracia adoptada por el Constituyente primario en nuestro país. 

En la Constitución de 1886 se consagraba un sistema de democracia representativa, según el cual los ciudadanos con su voto delegaban en los representantes su voluntad para tomar decisiones políticas. Los derechos de los sufragantes sólo llegaban hasta la elección de sus representantes y los elegidos carecían de responsabilidad ante los electores. Esto último en razón de que las voluntades de los sufragantes se entienden como un todo, la llamada soberanía nacional.

Por el contrario, la democracia participativa supone la existencia de votantes individuales, cuya participación en las decisiones políticas de la nación excede con mucho el momento de elegir a los representantes. Supone entonces, además del derecho a elegir representantes, la existencia de mecanismos de participación democrática mediante los cuales se pueden afectar directamente los destinos de la Nación: plebiscito, referendo, veedurías, cabildos abiertos, entre otros.

Sobre estos dos conceptos ha señalado la Corte Constitucional : “El concepto de democracia participativa envuelve y amplia el de democracia representativa. No hace desaparecer las características de esta última, sino que las reinterpreta con un criterio distinto de la relación entre poder, Sociedad y Estado. Con esta nueva mirada, no puede entenderse que el derecho político a elegir a los miembros de las Corporaciones públicas de decisión se agote únicamente con el ejercicio al voto. En la democracia participativa, debe también asegurarse que la expresión ciudadana tenga materialmente efectividad.”

Ahora bien, una de las consecuencias elementales de la efectividad del Estado Social y Democrático de Derecho y de la concepción de Democracia Participativa previstas en la Constitución, es que los electores, y en general todos los ciudadanos, sean representados por funcionarios que no tengan vínculos con la ilegalidad. Que cuando son engañados por políticos con este tipo de relaciones tengan garantías de que los mismos serán excluidos de las instituciones públicas para las que se hicieron elegir. Que los partidos políticos que permitan este tipo de prácticas entre sus filas sean sancionados para que asuman con responsabilidad su misión de ser canalizadores de las demandas legítimas de la sociedad civil. Que quienes son elegidos para tomar las decisiones políticas del país, las tomen de acuerdo con los intereses generales de la sociedad, con base en los intereses constitucionalmente permitidos, con los intereses lícitos de los electores.

Cuando quienes tienen vínculos con los grupos ilegales ocupan los cargos de elección popular no puede hablarse de democracia. Esta, además del cumplimiento de los requisitos formales, como el voto o la libertad de conformar partidos políticos, implica el cumplimiento de unas condiciones materiales como la ausencia de intereses y presiones ilegales.

Por su parte, los derechos políticos sólo pueden ser ejercidos cuando los ciudadanos tienen garantizadas sus libertades de manera efectiva, no simplemente como prerrogativas formales. Nadie puede decir que vota cuando lo hace bajo la presión de un grupo armado para que elija un determinado candidato, y mucho menos cuando aquellos a quienes eligen tienen vínculos con grupos paramilitares y representan sus intereses ilegales.

Crear mecanismos para que en estos casos sea posible, además de aplicar las sanciones penales y disciplinarias a que haya lugar, excluir del ejercicio del poder político a quienes se alían con los grupos ilegales, es una manera de proteger la democracia y los electores.

4.4. Margen de configuración y ponderación

Corresponde al Congreso, en ejercicio de su margen de configuración, adoptar medidas como las previstas en el presente proyecto para garantizar la prevalencia del interés general, la democracia y el ejercicio de los derechos políticos. Lo anterior, reconociendo que las mismas constituyen una limitación de las libertades de los partidos políticos y el ejercicio de los derechos de quienes militan en sus filas. Con todo, la aplicación de un test de proporcionalidad muestra que la afectación de estos derechos no es desproporcionada en relación con la finalidad buscada por las medidas adoptadas. 

En primer lugar, como se ha señalado antes, el objetivo de las medidas es la garantía de la prevalencia del interés general, la democracia y el ejercicio de los derechos políticos. En términos concretos las medidas tienen como objeto promover la responsabilidad de los Partidos Políticos por las personas que admiten para hacer política y aspirar a cargos de elección popular en su organización. Este es un objetivo Legítimo a la luz de la Constitución de 1991 ya que hace parte no sólo de las declaraciones contenidas en el Preámbulo sino que es un elemento estructural de la organización del Estado Colombiano 
según el artículo 1º que señala “Colombia es un Estado social de derecho, organizado en forma de República unitaria, descentralizada, con autonomía de sus entidades territoriales, democrática, participativa y pluralista, fundada en el respeto de la dignidad humana, en el trabajo y la solidaridad de las personas que la integran y en la prevalencia del interés general.”
Adicionalmente, el anterior puede considerarse como un objetivo importante desde el punto de vista de la protección de la Constitución y su desarrollo.  Esto, porque siendo la democracia uno de los pilares fundantes de la Constitución de 1991, según la voluntad del constituyente primario, al observar el legislador que en la práctica los elementos básicos de la misma se están desconfigurando en razón de la alta  penetración por parte de la ilegalidad está obligado a generar mecanismos que permitan reconducirla al cauce pensado en la Constitución de 1991. En otras palabras, las prácticas perversas con las que se han ejercido los diferentes mecanismos de participación democrática en el país están convirtiéndolo en algo diferente a lo que se pensó en la Asamblea Nacional Constituyente y se plasmo en la Constitución de 1991. Por esto, proponer mecanismos para su defensa no es sino una manera de restituir la voluntad primaria. Y esto, no sólo es un objetivo legítimo sino importante.

Las medidas utilizadas para materializar éste objetivo son, como se señaló antes, las siguientes: 

· Prohibición de suplir las faltas absolutas y temporales cuando sean el resultado de una decisión judicial en firme por la comisión del delito de concierto para delinquir con la finalidad de organizar, promover, armar o financiar grupos armados al margen de la ley o narcotráfico.

· Prohibición a los partidos políticos de inscribir candidatos para que sean elegidos en cargos en los cuales un miembro de su partido haya sido condenado por la comisión del delito de concierto para delinquir con la finalidad de organizar, promover, armar o financiar grupos armados al margen de la ley o narcotráfico. 

· Obligación a los partidos políticos de devolver los recursos que les sean reconocidos por reposición de votos por la elección de un candidato que sean condenado por la comisión del delito de concierto para delinquir con la finalidad de organizar, promover, armar o financiar grupos armados al margen de la ley o narcotráfico.

Estas medidas constituyen una limitación a los derechos de los Partidos Políticos en varios aspectos: libertad de inscribir candidatos para las elecciones (artículo 108 CP), derecho a que las faltas de los servidores electos se suplan con miembros de sus mismas listas (artículo 134 y 261 CP), derecho a obtener financiación por medio de la reposición de votos (artículo 109 CP).

Ahora bien, al relacionar las medidas y el objetivo buscado con su adopción, se constata que más allá de ser adecuadas, son medidas efectivamente conducentes para obtener el fin. Imponer restricciones a los partidos políticos cuando miembros del mismo, que ocupen cargos de elección popular, sean condenados por tener vínculos con grupos ilegales tiene varios efectos: en el corto palazo, mediante la prohibición de que la falta producida por la decisión judicial se supla, se evita que los votos obtenidos ilegalmente sean usufructuados por el partido político y por otros políticos, de la misma manera, la devolución de los recursos obtenidos por el partido por la reposición de los votos de estos funcionarios, evita que el dinero obtenido con apoyo de la ilegalidad sea aprovechado por los partidos y por los funcionarios condenados. En el mediano plazo, la prohibición de que los partidos cuyos miembros hayan sido condenados por las razones mencionadas presenten candidatos para los mismos cargos, garantiza que los partidos reestructuren su conformación interna y los criterios de selección de sus miembros, e incluso su plataforma ideológica y sus prioridades.

Pero el efecto general de estas medidas, y lo que en últimas hace que sean efectivamente conducentes, es que evita que la democracia sea ejercida con base en intereses particulares ilegales, que las curules y los cargos de elección popular sean conseguidos con el apoyo de grupos o recursos ilegales.

Finalmente, si bien se reconoció antes, estas medidas restringen el ejercicio de las libertades constitucionales otorgadas a los partidos políticos, esta restricción esta justificada, y es proporcional, por varias razones. En primer lugar, las medidas son evitables y no son permanentes. Se pueden evitar si los Partidos impiden que en sus filas militen personas con vínculos con grupos armados ilegales y su aplicación permite en todo caso que posteriormente se recupere el ejercicio pleno de las libertades de los Partidos Políticos. 

Por otra parte, la aplicación de las medidas afectará en cada caso concreto los intereses y las libertades de cada partido político, pero del otro lado protege los derechos de todos los electores y la prevalencia del interés general que nos incumbe a todos como sociedad. Luego, tiene mayor peso el beneficio que se obtiene con su aplicación que la limitación de los partidos políticos.
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